
Al Al±o ~1ando de las Fuerzas Armadas del Perú 
no le gustó el resul±ado de las elecciones presidencia­
les efec±uadas el 10 de junio de 1962. Ellos habían 
tolerado una libre campaña elec±oral y un sufragio 
legítimo, en el entendido de que triunfaría el candi­
dato de sus simpatías. Como el pueblo se expresó en 
forma diferente a como lo deseaban los generales y 
almirantes de la rancia oligarquía militar, demanda­
ron del Presidente Don Manuel Prado que descono­
ciera el resul±ado de los comicios populares. El an­
ciano Presidente rechazó la descarada exigencia cas­
trense, con dignidad que lo hará ocupar puesto de 
honor en la historia del Perú. En±onces los militares 
lo arrestaron, rompieron el orden cons±iiucional y 
cons±iiuyeron una Jun±a Militar que, por sí y anie sí, 
asumió los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la Re­
pública peruana. 

El incruento golpe de Estado indignó al Presi­
dente Kennedy, quien ordenó de inmediato la suspen­
sión de relaciones diplomáticas en±re los Estados Uni­
dos y el Perú. Y, lo que resul±aba verdaderamente 
grave para los militares peruanos, el Presidente orde­
nó también la suspensión de la ayuda económica y 
militar que los Estados Unidos estaban otorgando a la 
nación peruana. 

Esia ac±iiud enérgica del Presidente Kennedy fue 
inmediatamente fachada por la J un±a Militar de vio­
la±oria del principio de no intervención. Varios go­
biernos latinoamericanos manifestaron privadamente 
su aprehensión an±e lo que ellos llamaban ac±i±ud 
intervencionista de los Es±ados Unidos. 

Tres gobiernos democráticos de la América Lafina: 
el de Venezuela, el de la República Dominicana y el 
de Cos±a Rica, sostuvieron públicamente la ±esis con­
traria: sea la de que el gobierno de los Estados Unidos 
había ac±uado en la única fon-na compatible con su 
condición de campeón de la Alianza para el Progreso. 
Sus ministros de Relaciones Exteriores -señores Fal­
cón Briceño, Bonilla Afiles y Oduber- se trasladaron 
a Washington para expresar personalmente al gobier­
no norfeamericano la solidaridad de sus gobiernos 
con la ac±i±ud asumida por el de los Estados Unidos 
ante el golpe de Estado del Perú. 

Decidieron también los ±res cancilleres reunidos 
en Washington durante la iercera semana de julio de 
1962, que los sucesos del Perú ameritaban la con vo­
caioria inmediata a la Reunión de Consul±a de Minis­
iros de .Relaciones Exteriores, para determinar la ac±i­
iud de los gobiernos de América an±e ese reprochable 
golpe de Estado. 

Sin embargo, las noticias que diariamente llega­
ban de Perú los hizo modificar su actitud original. 
Si el pueblo peruano había acepiado pasivamente el 
golpe militar, si había fracasado la huelga general y 
si los par±idos políticos, inclusive el APRA, negociaban 
con la Junta Militar y aceptaban su promesa de oior­
gar elecciones "libres" dentro del plazo de un año, 
resul±aba difícil convocar a los miembros de la Orga­
nización de los Estados Americanos a una Conferen- · 
cía de Cancilleres que habría de juzgar el irrespefo al 
sistema dernocrá±ico cometido por los militares pe­
ruanos. 

Los cancilleres venezolano, dominicano y costarri­
cense, con la colaboración del embajador de Hondu­
ras, doc±or Céleo Dávila, decidieron entonces solicitar 
la Reunión de Consulta para discutir en general el 
-problema que planiea al Sistema Interamericano la 
ocurrencia de golpes de Estado que derrocan a go­
biernos legítimamente constituidos. 

Esta solicitud dio origen a un encendido debate 
que se prolongó a través de varias sesiones del Con­
sejo de la O.E.A. En ese debate se renovó la discu­
sión en el ±erreno de su aplicación práctica, sobre el 
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campo de acción de dos principios fundamentales de) 
Sis±em.a Interamericano: el de la Solidaridad Dem0• 
crá±ica y el de la No Intervención. 

En mi carác±er de embajador, representante de 
Cosia Rica ante el Consejo de la O.E.A., me correspon. 
dió tomar parle muy ac±iva en ese gran debate. Tuve 
oportunidad de exponer tesis sobre las que había me. 
diiado durante largos años, y sobre las que había es. 
crito con frecuencia. 

El presente ensayo no pretende ser una versión 
objetiva del desarrollo de ese debate. No puedo ni 
quiero ser objetivo tratándose de ternas que me apa. 
sionan, porque ellos giran en derredor de la libertad 
la dignidad y el bienestar del hombre americano' 
Trataré simplemente de exponer, una vez más, las ±e: 
sis jurídicas y políticas que sus±enian mi posición en 
pro de una más efec±iva acción inierarnericana en fa. 
vor de la liber±ad, el desarrollo económico y la justicia 
social en 1 '"nédca, cuando éstas se ven amenazadas 
por un gol"""' de Estado que desfruye el sistema demo. 
cráiico representativo en cualquier país de esie He. 
n'lisferio. 

Inspiración democrática del sistema 
inleramericano 

Desde que Bolívar convocó el Congreso de Pana. 
má, siempre es±uvo presente en las reuniones iniera. 
mericanas la idea de que la democracia representativa 
es el único sistema compatible con las aspiraciones 
Uberiarias de los pueblos de América. Pero después 
de las Conferencias de Chapul±epec ( 1945 l , Río de Ja. 
neiro (1947) y sobre iodo, de Bogotá (1948), las ins­
±i±uciones jurídicas inieramericanas ±amaron una defi. 
ni±iva inspiración democrática. 

La Organización de los Estados Americanos y fo. 
das las construcciones jurídicas a ellas relativas, fie. 
nen desde entonces una finalidad más imporianie que 
la seguridad misma de los Estados, según lo expuso 
en su informe sobre la Novena Conferencia In±erame· 
ricana el entonces secretario general de la Organiza· 
ción, el gran ex-presidente de Colombia doctor Alberlo 
Lleras Carnargo: una finalidad superior que consis!e 
en "consolidar en América un régimen de liberfad 
individual y de JUsticia social, fundado en el respe!o 
a los derechos esenciales del hombre". 

Por ejemplo, la declaración XI de la Conferencia 
de Chapuliepec, denominada Declaración de México, 
hizo, en±re otras, la siguiente afirmación: 

El fin del Es±ado es la felicidad del hombre 
dentro de la sociedad. Deben armonizarse los 
in±ereses de la colec±ividad con los derechos del 
individuo. El hombre americano no concibe vivir 
sin justicia. Tampoco concibe vivil' sin libertad, 

En la Conferencia de Río se insistió mucho en los 
principios que hacían de la democracia la inspiración 
del derecho infemacional americano. En el preánt· 
bulo del Tratado Interamericano de Asistencia Recí· 
proca se dijo: 

. que la paz se funda en la justicia y el, 
orden moral, y por lo fanio, en el reconocimiento 
y la protección internacionales de los derechos Y 
liber±ades de la persona humana, en el bienestar 
indispensable de los pueblos y en la efectividad 
de la democracia . .. 

En el preámbulo de la Caria de la Organización 
de los Estados Americanos se afirmó que los represen 
±antes de las naciones la firrnaban: 
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Se!JúrO!:> de que ei se11iido genuino ~e ia soli­
clf'lridad americana y de la b~ena vec1nda?- n? 

1ede ser o±ro que el de consohd_:'lr e;n e~±e Conh., 
;~~n±e, denlro de~ ~arco ele ~as ~uc~ol!'es de· 
· ocrálicas, un reg1men de hberlad 1nd1v1dual y 
~e justicia social, fundado en los derechos esen­
cieJes del hombre ... 

Además, en Bogotá se pasó de lél;S declaraciones 
f or de la libertad y la democrac1a a las normas 

en ~:±as que las hacían obligatorias. Así, por ejem­
conc n el Capítulo II de la Carla, donde se exponen 
plo, er

1
·ncipios qu<> han de regir la Organización, se 

los P -
dice: 

La solidaridad de los Eslados americanos y 
los alios fines que con ella se persiguen, requie· 
ren la organización política de los mismos sobre 
la base del ejercicio efectivo de la democracia re­
presentativa. ( Arl. 5, inciso d. l . 

En el Capítulo III de la Carla, ±i±ulado "Derechos 
y Deberes Fundc;Iamen±ales de los Estados" es±á el Artí­
culo 13 que 1ce: 

Cada Es±ado ±iene el derecho de desenvolver 
libre y espontáneamente su vida culiural,. política 
y económica. En es±e libre desenvolvim1enfo, el 
Es±ado respetará los derechos de la persona hu­
mana y los principios de la moral universal. 

Aun en la Décima Conferencia In±eramericana, 
reunida bochomosamen±e bajo los auspic~os del firano 
Pérez Jiménez -razón por la cual el Gob1erno de Cos­
±a Rica no se hizo representar- aun en esa Conferen­
cia cuyas deliberaciones transcurrieron mientras el 
aparato policial de la dictadura ahogaba en sangre 
y tor±ura las protestas del oprimido pueblo venezo­
lano la Organización no dejó de insistir en su ten­
denc'ia democrática. En efecto, en la Resolución 
XCIII reiteró: 

La fe de los pueblos de América en el ejerci­
cio efectivo de la democracia representativa como 
el mejor medio para promover su progreso social 
y político. 

En la Reunión de Consulia celebrada en Santiago 
de Chile, en 1959, los cancilleres reiteraron, en forma 
categórica los principios fundamentales del sistema 
in±eramericano sobre libertad y democracia. En el 
párrafo 4 de la 11Declaración de Santiago" se dijo: 

Que la armonía enire las Repúblicas ameri­
canas sólo puede ser efectiva en ±an±o el respeto 
de los derechos humanos y de las libertades fun­
damentales y el ejercicio de J.a democracia rtepre· 
senlafiva sean una realidad en el ámbito ingerno 
de cada una de ellas ... 

Como es fácil no±ar, dicha conferencia, integrada 
por muchos de los cancilleres que hoy con±inúan ejer­
ciendo ese alfo cargo, reconoció el hecho muy cier±o 
de que no puede haber verdadera armonía en±re las 
Repúblicas americanas, mientras en ±odas ellas no sea 
realidad el ejercicio efectivo de la democracia repre­
sen±a±iva. De donde se deduce que los golpes de Es­
tado que acaban con el sistema democrático represen­
tativo de un país de América constituyen, sin lugar a 
dudas, una fuente de perturbación para los fines que 
persigue el sisierna in±erarnericano. En el conside­
rando 5 de la misma resolución, los cancilleres de­
clararon: 

"Que la existencia de regímenes an±idemo­
crá±icos constituye una violación de los principios 
en que se funda la Organización de los Estados 
~ericanos y un peligro para la convivencia so­
hdaria y pacífica en el Hemisferio". 

Para que no cupiera duda de cuáles eran los regí­
rnen~s an±idemocrá±icos a los que se aplicaba es±a de­
nunCla, la Reunión enumeró algunos principios y a±ri-

bu±os del sl.s±exna de:n:i.ocrá±ico eh esie He:misrerlo, e11". 
cahezándolos con los siguientes: 

"1. El pl·h1cipio del 1nlperio de la ley debn 
ser asegurado n1edianfe la independencia de los 
Poderes ... 

2. Los gobiemos de las Repúblicas america. 
nas deben surgir de elecciones libres". 

Es eviden±e que un gobierno de lacio, surgido de 
un golpe de Es±ado con±ra un gobiemo legí±imarnen±e 
cons±i±uido, no puede ser calificado de democrático, 
pues±o que no ±iene su origen én el imperio de la ley 
sino en el imperio de las armas, puesto que no asegura 
la independencia de los poderes sino que reúne en un 
solo cuerpo los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y pues­
to que no ha surgido de elecciones libres. Luego, de 
:tcuerdo con la Declaración de Santiago, los gobiernos 
de lacte surgidos de la caprichosa prepotencia de las 
fuerzas armadas, violan los principios en que se funda 
la Organización de los Estados Americanos, y se con­
vierten en un peligro para la convivencia solidaria y 
p.acífica del Hemisferio, que es urgente afrontar. 

Compromiso dem.ocrálico de los 
Esllados miembros 

Las citas de acuerdos y resoluciones que comprue­
ban la finalidad democrática del sistema in±erameri­
cano podrían muliiplicarse, incluyendo las recien±es 
disposiciones del Acta de Bogotá ( 1960) , de la Decla­
ración y la Carla de Punta del Es±e (agosto de 1961) 
y de la Octava Reunión de Consulta (enero de 1962). 
Sin embargo, creo que lo dicho bas±a para afirmar que 
iodos los gobiernos americanos, aun los de cor±e dic­
±aiorial, han adquirido el compromiso in±eramericano 
del sistema democrático representativo. El ejercicio 
de la democracia representativa y el respe±o a los de­
rechos humanos, han dejado de ser asun±o in±emo, 
privativo de cada Estado, para devenir una obligación 
in±eramericana. 

Obligatoriedad de las normas que protegen 
la democracia represenlaliva 

Se ha sostenido que los principios y declaraciones 
in±eramericanas en favor de la práctica efectiva del 
gobierno democrático y del respeto a los derechos hu­
m.anos, no son técnicamente suficientes para imponer 
a los Es±ados signatarios la obligación jurídica inter­
nacional de respetarlos. Según ellos, tales principios 
no forman parle integrante de la sección dispositiva 
de un ±raiado o convención, únicas fuenfes legí±imas 
de las obligaciones in!emacionales. 

Pero es fácil rebatir esa tesis, que finca ±oda su 
fuerza en la forma en que se hayan promulgado los 
principios democráticos del derecho in±eramericano, 
sin ±ornar en cuen±a los compromisos morales de los 
gobiemos que los han proclamado. Porque la Carla 
de la Organización de los Es±ados Americanos fue 
adop±ada en forma de convención, y dentro de su 
parle dispositiva se encuentra el Artículo 5 antes ci­
tado, cuyos incisos d) y jl, respectivamente, deman­
dan de los Estados Miembros el ejercicio efectivo de 
la democracia representativa y el respeto a los dere­
chos fundamentales del hombre. En el informe so­
bre los resul±ados de la Conferencia de Bogotá a que 
an±es hice referencia, informe que por cier±o el Con­
sejo de la O.E.A. aprobó por unanimidad, el doctor 
Lleras Camargo dijo: 

Lo que cons±i±uye una innovación en la Carla 
es el carácter que tienen los principios dentro de 
ella, consagrados en un artículo de la convención 
que habrá de ligar a los Estados americanos, y no 
como premio o considerando de las obligaciones 
que ellos incurren. 

Una vez que la Caria en±re en vigor ( en±ró 
desde 1949) , los principios recogidos en su Artícu­
lo 5 serás normas de obligaforiedad. aunque siem­
pre tuvieron una fuerza moral inequívoca en las 
resoluciones que precedieron a la Carla. No sólo 
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8er.;.n la fuenle :ntás lef,J'ili.tna y auién±ica para in­
±erpre±ar las resian:í:es disposiciones, sino que la 
~ioladón de esos principios por un. Eslado :no po· 
drá ser considerada como menos grave que la. 
violación de cualquiera otra pade dispositiva de 
la Cada. 

Si la solidaridad americana, como lo establece el 
tantas veces citado artículo 5, inciso d) de la Carla de 
la O.E.A., requiere categóricamente el ejercicio efec±ivo 
de la democracia representativa en cada Estado ame­
ricano, la faifa de esfe ejercicio efeciivo en cualquiera 
de ellos conspira contra la solidaridad americana. 

En tales condiciones, los regímenes dictatoriales 
amenazan gravemente a la Organización, porque afec­
tan a la solidaridad que la nufre y la alienta. Los 
"Principios" inscritos en el Capítulo II de la Carla, y 
entre ellos el del requerimiento de que los Estados 
americanos se organicen políticamente sobre la base 
del ejercicio efectivo de la democracia representativa, 
poseen una profunda significación jurídica y no pue­
den ser considerados como lefra puramente ornamen­
tal o retórica de su tex±o. Esos "Principios" entrañan 
obligaciones para iodos y cada uno de los Estados 
americanos. Sostener lo contrario conduciría al absur­
do de abolirlos y de mutilar la Carla, eliminando de 
su tex±o el mencionado capítulo II. 

Olras opiniones sobre la obligalorieclad 
ele los principios 

Refiriéndose a este mismo punto de la obligato­
riedad de los principios que exigen el ejercicio de la 
democracia representativa en América, dijo el emba­
jador de Honduras, docfor Dávila en la sesión del 8 
de agosto de 1962: 

"Hay en la Carla algunos preceptos que pa­
recen ser pura1nenfe declarativos o enunciaiivos 
de propósitos y aspiraciones, pero iodos son obli­
gatorios. 

"El Ariículo 5 9 , incido d), mencionado, es de 
naturaleza mandataria, imperativa, como surge 
inmediatamente de la leciura de su iex±o. En ese 
artículo se usa la modalidad verbal 'requieren' 
que tiene un significado de orden, de exigencia, 
de requisito esencial. Este inciso d) no es una 
simple declaración ni expresión de un propósito. 
El Artículo 5 9 ordena y manda el ejercicio de la 
democracia representativa, y como iodo mandato 
lleva en sí la prohibición de hacer ac±os que con­
trarían o anulen lo mandado. El golpe de Estado 
como golpe contra la democracia resul±ará siem­
pre incompatible con los principios del sistema 
inieramericano y así debe declararse por esta Or­
ganización. 

"En la Octava Reunión de Consul±a, celebra­
da en Pun±a del Este, se resolvió que la adhesión 
de cualquier miembro de la Organización de los 
Es±ados Americanos al marxismo-leninismo es in­
compatible con el sis±ema in±eramericano, y que 
el alineamiento de ±al gobierno con el bloque co­
munis±a quebran±a la unidad y la solidaridad del 
Con±inente. En la Declaración de San José, en 
1960, se reafirmó que el sis±ema in±eramericano 
es incompatible con ±oda forma de io±aliiarismo. 
El golpe de Estado no está en ninguno de iodos 
es±os casos, pero por destruir el ejercicio efectivo 
de la democracia resul±a ±ambién incompatible 
con nuestro sis±ema y sus bases fundamentales". 

En un estudio publicado recien:f:em.ente en el Foro 
Internacional de México, el licenciado Antonio Gómez 
Robledo, eminen±e jurisla mexicano, dice que la juri­
cidad de esas an±eriores declaraciones encuentra su 
fundamen±o cons±iiucional en el Artículo 5 9 , incido di 
de la Caria de la Organización de los Es±ados America­
nos, rela±ivo a que la organización política de sus 
miembros debe ser sobre la base del ejercicio efec±ivo 
de la democracia represen±a±i va y que quienes han 
impugnado la declaración de incompatibilidad en los 
:términos en que se hizo en Punta del Este, han dicho, 

sobre poco ntás o ntenos que, por el hedto de figura 
el aludido inc:iso, con el articulo de que forma Parter 
en el capHulo de los Pri.ncipios de la Caria, enuncia 
cuando más un pos±ulado ideal o cosa por el estilo 
pero no una nom1a de conducta obligatoria, cu ' 
transgresión por ende pudiera afectar a la condici¿~ 
~e miembro y producir la . consiquien~e inc~mpaiib¡, 
hdad. A esto con±esia el n1.1S1no hdencw.do Gomez Fto 
bledo en la siguiente forma. · 

"Todo lo que forma parte del articulado de 
un ~ex±o jurídico, código, frafado, e±c., es de ord¡. 
nano, a menos que aira cosa resulte claramente 
del fex±o mismo, derecho irp.peraiivo o compulso. 
rio: ius coge~s. Par~ <;rué ~\¡.1ya ius disposiliVUJn 
corno en el derecho c1vll de·'1os contratos, será ne' 
cesario que el fex±o se pre¡senie como supletori~ 
de 1~ ,voluntad autónoma de las parles. Otra ex. 
cepc1on que suele hacerse es la del preámbulo de 
un ±rafado, caria orgánica o consfifución, que a 
menudo no es sino la p¡:¡.rie lírica del instrumento 
la efusión del entusiasmo con que las parles pro: 
claman cier±os ideales o aspiraciones comunes 
Otra cosa es, sin embargo, cuando el preámbu!~ 
está redactado de ±al modo que aparece clara la 
intención de sus autores de usarlo "como guía y! 
ayuda para interpretar las cláusulas directamente 
disposifi vas''. 

Ausencia de instrumentos jurídicos 

De lo expuesto puede ex±raerse una conclusión 
bien clara: Existen normas jurídicas obligatorias de 
Derecho Internacional Americano que imponen a los 
Estados el respeto a los Derechos Humanos y el ejer. 
cicio efectivo de la democracia representativa. 

Sin embargo, hasta la hora, esas normas obliga. 
±arias han sido violadas impunemente por los gobier. 
nos dic±a±oriales no comunistas que ha padecido y pa. 
dece América. Existe una razón legal que puede es· 
grimirse con alguna validez por quienes no quieren 
que la Organización de los Estados Americanos pro 
teja los Derechos Humanos y exija el ejercicio de la 
democracia representativa: la ausencia de ins±rumen· 
tos jurídicos que señalen los procedimientos para apJi. 
car aquellas normas. 

Tales instrumentos debieron haberse forjado des 
pués de la Conferencia de Bogo±á. Pero es sabido que 
a partir de 1948 el movimiento ±otalifario de derecha 
cobró ±al auge en América, que paralizó el impulso 
creador que en las anteriores déca:das ±raía el Derecho 
Infemacional Americano. 

En el año 1959, cuando las fuerzas dicia±oriales 
parecían estar en fofal bancarrota, se inienfó revivir 
aquel impulso. La Conferencia de Cancilleres cele 
brada en Saniiago de Chile, no sólo produjo la famosa 
Declaración que en forma ±an categórica reiteró y me 
joró los más avanzados principios interamericanos so 
bre democracia represenfaiiva y respeto a la dignidad 
humana. Se tomaron también en esa conferencia re 
soluciones encaminadas a dotar a la O.E.A. de los ins 
±rumenfos fundamentales que dicha organización ne· 
cesifa para complementar la labor creadora de Bogola. 
Más adelan±e analizaré esas resoluciones así como el 
estado de ejecución en que se encuentran. 

El reconocimiento como instrumento al 
servicio de la democracia 

Desde principios de este siglo se ha venido fra±an· 
do de utilizar la institución del "Reconocimiento de 
Gobiernos de Facto" como instrumento para desalen· 
±ar cuartelazos e insurrecciones que rompen el orden 
consii!ucional. Creo que esfa vieja insfüución, remo· 
zada en su esirucfura, podria convertirse en un verd~ 
dero instrumento jurídico para la defensa interarnen· 
cana de la democracia en cualquier Estado miernbr~ 
de la O.E.A. 

El reconocimiento y los gobiernos de lado 

La primera falla que puede apuntarse. a la inst 
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+udón del te~6n?~.im~en~o, en su foz:ma ±radici~nal, es 
la de su aplwamon lnn1iada a gob1ernos surg1do~ de 
~m hecho de fuerza. EJ.?. efec±o, ±C?d?-s l~s do~±nnan 
~e al 1·espec±o han surgido en Amenca, 1nclus1ve las 

que en forma más clara han pre±endido hacer de la 
~sii±ución un instrumento para garantizar la demo­
~racia in±eramericana, reducen la esfer~ de acci?,n del 
reconocimiento a los casos en qu~ la 1nstauramon de 

n gobierno de .fado .l:enga por ongen un golpe de Es­
fado 0 una rebelión popular. Los regímenes surgidos 
de grandes fraudes electorales, o mantenidos por me­
dio de elecciones "fabricadas", han quedado al mar-

en del deba±e sobre el reconocimiento, como si el fic­
Bcio cumplimiento d,e cier±as fonnalidad~s hiciera ,d~ 
los gobiernos que as1 conculcan el sufrag1o, los legí±I­
rnos delegados de la vol untad popular, 

Es±a omisión, ha servido a los ±iranos para hacer 
remedos de elección, en las que no se respe±a el vo±o 
de los ciudadanos, si el cómpu±o refleja o±ra cosa que 
la volun±ad de las camarillas gobernantes. Las elec­
ciones que en los años 1954 y 1958 se llevaron a cabo 
en Cuba, donde el dictador Ba±is±a, primero, y luego 
su marioneta Rivera Agüero, resultaron electos por 
abrumadora mayoría, así como el plebiscito en que 
el pueblo venezolano "manifes±ó su volun±ad" de que 
el ±irano Pérez Jiménez continuara en el poder, y la 
ausencia fatal de discusión sobre el reconocimiento 
de los gobiemos constituidos mediante esas farsas, son 
ejemplos elocuentes del absurdo que significa limi:l:ar 
los alcances de la ins±i±ución a los casos en que el 
nuevo gobiemo sea produc±o de una al±eración vio­
len±a del orden jurídico-cons±i±ucional. 

En su cabal acepción, gobierno de fac±o es ±oda 
aquel que se establece como consecuencia de hechos 
que contradicen las normas legales y constitucionales 
que proveen la forma de cons±i±uir gobiernos de jure. 
Luego, son, y deben tenerse como Gobiemos de Fac±o, 
no sólo aquellos que surjan de revoluciones o golpes 
de Es±ado, sino también los que ±engan origen en elec­
ciones fraudulentas o falsificadas, que únicamente en 
apariencia llenan el requisito jurídico de un sufragio 
libre, mediante el cual opere la delegación de la sobe­
ranía popular. 

Si se desea poner el reconocimiento al servicio de 
la democracia, hay que comenzar por insistir en· que 
la ins±i±ución debe en±rar a funcionar cada vez que 
surja un gobiemo de fac±o, ya ±enga és±e su origen en 
un ac±o de violencia o en una es±afa elec±oral. 

El reconocimiento y la solidaridad confine:nial 

En segundo iérmino cabe resal±ar el hecho de que, 
salvo los in±en±os indirectos de Guatemala, en Chapul­
iepec, y de Rodríguez Lane±a, en su no±a a las canci­
llerías americanas, las ±esis sobre reconocimiento no 
se han debatido desde el punto de vis±a que en reali­
dad interesa: el de su eficacia o inutilidad para lograr 
la verdadera solidaridad con±inen±al, que ±iene su run­
damenio en la alianza de los pueblos libres, mucho 
más que en los acuerdos de sus gobernantes. 

A lo más que se ha llegado en los más audaces 
ensayos es a establecer el principio puramente formal 
de no reconocimiento de gobiernos surgidos del golpe 
de Estado o revolución. 1 Doc±rina Tobar, Tratados 
Centroamericanos de Washington 1907, 1923). Pero 
esa ±esis formal, que discrimina únicamente en cuan±o 
al origen violento o pacífico de los nuevos gobiernos, 
no resuelve el problema de la presencia de regímenes 
iotali±arios en el concierto americano. Porque existen 
gobiemos dic±aioriales con apariencia constitucional, 
surgidos de elecciones fabricadas, y exís±en ±ambién 
gobiemos produc±o de una rebelión popular que no 
significa otra cosa que el retorno a la legalidad de­
mocrática que se había perdido. 

De uno y o±ro caso exis±en en América numerosos 
ejemplos. Los costarricenses ±enemas cercana una va­
liosa experiencia histórica al respec±o. El Gobierno de 
1944-48, aunque aparentemente ±enía el aspec±o cons­
ii±ucional, era un gobiemo de facio, producio del más 
grande fraude elec±oral de nuestra historia. En cam­
bio, el gobierno, estableCido por don José Figueres, al 
derrocar aquel régimen espúreo, vino a representar el 

re±orno a la legalidad y al ejercicio de los derechos 
democrá±icos. 

Para servir los fines de la solidaridad confinenial 
debe reconocerse a los g~biernos surgidos de un he­
cho de f:u;erza, cuando ex1sta la confianza de que la 
sublev.aCion o .e:l golpe .de ;Bs±~do ±enga por objeto, no 
des:tru1r o deb1hiar las Insh±uCion·es republicanas sino 
por el con±rario, restablecerlas cuando se hayan' debi~ 
li±ado. 

Sostener lo contrario, man±ener rígidan1.en±e el no 
reconocimiento de cualquier gobiemo de facto, sería 
negar a los pueblos oprimidos el úl±imo recurso que¡ 
les queda para darse el gobiemo que deseen: la rebe­
lión, que cuando se realiza en nombre de la mayoría, 
es un sagrado derecho popular. 

¿insmución. po!lüica o jurídica? 

A fal±a de precisión del obje.l:ivo a lograr mediante 
el reconocimienio puede -atribuirse el hecho de que, 
aun dentro del campo de los que defienden la nece­
sidad de la institución del reconocimiento, no se haya 
logrado acuerdo sobre cuál sea su naturaleza, si la 
poií±ica o la jurídica. 

Los que sostienen que la institución es puramente 
política dan corno argumento básico el del carácter 
d1screcional que para cada gobiemo tiene el recono­
cimiento. Aun adnü±iendo que haya ciertos princi­
pios sobre la ma!eria, aducen que ±ales principios que­
dan sujetos a la libre inierpre±ación del gobiemo re­
conociente, que en úl±ima instancia lo que hace es de­
cidir, con juicio purarnen±e político, si desea o no man­
tener relaciones con el nuevo régimen. 

Quienes consideran que el reconocimiento es una 
institución jurídica, insisten en la existencia de normas 
escritas y consuetudinarias que regulan su funciona­
rniento. El hecho de que los Estados las interpreten y 
apliquen libremente, agregan, lejos de negar el carác­
ter jurídico que ±iene el reconocimiento, evidencian la 
pre~encia de normas que es necesario interpretar para 
aphqarlas a cada caso concreto. Las oportunidades 
en que el reconocimiento o el no reconocimiento se 
verifique a espaldas de las prác±icas establecidas por 
el Derecho. Internacional, no prueban la ausencia de 
normas jurídicas, sino su violación. 

Concluyen los partidarios d~ la ±esis jurídica, que 
si és±a está sometida a normas, el reconocimiento de 
gobiemos de fac±o constituye un deber jurídico, que 
los Estados no pueden eludir cuando concurren en un 
gobierno de esta cláse las condiciones o requisi±os que 
le confieren el derecho a ser reconocido. 

El Comi±é Jurídico Interamericano se hizo vocero 
de esa ±esis, al declarar en el informe que por Resolu­
ción XXXVI le encomendó la Conferencia de Bogo±á, 
sobre reconocimiento de gobiernos de fac±o. 

"En la formulación de su doctrina sobre reconoci­
miento de gobiernos de fac±o, el Comité ha procedido 
guiado por el cri±erio de que se ±rafa de una institu­
ción jurídica, y que, en consecuencia, cabe concebirlo 
como un deber para los Es±ados y como un derecho 
para el nuevo gobierno, tan pron±o como éste reúna 
las condiciones requeridas al efec±o". 

Sin embargo, resulta extraño que ninguno de los 
defensores de la .tesis jurídica haya destacado el re­
verso de la medalla: si es un deber para los Estados 
reconocer a los gobiemos de fac±o que reunen las con­
diciones que señalan las normas legales correspon­
dientes, ±ambién tiene que ser un deber para los Esta­
dos el negar su reconocimiento a aquellos gobiemos 
de fac±o que· no reunen los requisi±os necesarios para 
que ±al reconocimiento se produzca. 

Porque la lógica de los juristas no puede admiiir, 
de ninguna manera, que el aspec±o positivo del reco­
nocimiento es±é sujeto a normas jurídicas que lo hacen 
obligatorio en de:l:erminadas clrcuns±ancias, y que, en 
cambio, sea de carácier enteramente discrecional, o 
político, en su aspecto negativo, es decir, aquel que se 
presenta cuando las circunstancias indican que el 
nuevo_ gobierno NO debe reconocerse. 
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La lesis juJidic:a 

Es±a falla, unida a la fal±a de definición de los 
puntos que deben abarcar los requisitos que dan dere­
cho a un gobierno de fado para exigir su reconoci­
miento, ha provocado la resistencia de los líderes de­
mocráticos a aceptar el carácter jurídico que, a mi jui­
cio, tiene y debe tener la institución del reconoci­
miento. 

Dentro del grado de desarrollo que ha alcanzado 
el Derecho In±emacional Americano, es insostenible la 
tesis de la naturaleza política del reconocimiento. 
Además de las razones que han dado los partidarios 
de la tesis jurídica, debe tenerse en cuenta que, des­
pués de Bogotá, existe una Organización de Estados 
Americanos, donde éstos han depositado, no sólo su 
confianza, sino parle de su soberanía. Sus órganos 
principales están representados por delegados de los 
gobiemos de iodos los países miembros. Luego, la 
instauración de un gobiemo de fado plantea: un nue­
vo problema: el de si ese gobierno puede representar 
an±e la O.E.A. el Estado donde ejerce el Poder. El re­
conocimiento no implica, como pudo haberlo impli­
cado antaño, el simple ejercicio del derecho que tie­
nen los Estados para mantener, o no, relaciones inter­
nacionales con otros gobiemos, siguiendo el principio 
de que "cada quien es libre de escoger sus amigos". 
Ahora, cada vez que surja un gobierno en condiciones 
anormales, los otros gobiemos representados en la 
O.E.A., están forzados a decidir si aquél tiene o no, 
títulos suficientes para representar a su Estado en la 
Organización. Y ±al decisión, que afecta la vida mis­
ma de la O.E.A., no puede estar sujeta a las considera­
ciones políticas de cada uno de los otros gobiernos, 
sino que debe regirse por normas jurídicas claras. 

El precedente de la exclusión de Cuba 

Una actitud de esta naturaleza encontraría respal­
do hoy día en la Resolución VI de la Octava Reunión 
de Consulta reunida en Punta del Es±e en enero de 
es±e año, resolución en virtud de la cual con ±oda pro­
piedad se excluyó al gobiemo de Cuba, de su partici­
pación en el sistema in±eramericano. En efecto, en 
esa importante resolución si dieron como motivos para 
excluir al actual gobierno de Cuba de su participación 
en nuestro sistema, entre otras siguientes razones per­
fectamente aplicables a un gobiemo de lacio surgido 
de un artero golpe militar: 

Que el sistema in±eramericano es±á basado en 
la constante adhesión de los Estados que de él 
forman parle a determinados propósitos y princi­
pios de solidaridad, fijados en los instrumentos 
que lo rigen; 

Que entre esos propósitos y principios están 
los del respeto a la libertad de la persona huma­
na, la preservación de sus derechos y el pleno 
ejercicio de la democracia representativa . .. 

Que ningún Estado miembro del sistema in· 
leramericano puede reclamar los derechos y pri· 
vilegios del mismo, si niega o desconoce las obli· 
gac:iones correlativas; 

Que existe un interés colectivo de los Estados 
americanos para reforzar al sistema in±erameri­
cano y reconstruir su unidad, sobre la base del 
respeto a los derechos humanos y a los principios 
y propósitos que señale, para el ejercicio de la 
democracia, la Carla de la Organización . 

lLos requisitos para el reconocimiento 

Si se acepta la naturaleza jurídica del reconoci­
miento, con el carácter obligatorio que para iodos los 
Estados tienen el otorgarlo o no otorgarlo, lo que inte­
resa fundamentalmente destacar y clarificar son las 
condiciones y requisitos esenciales para que un go­
biemo de fado tenga derecho a ser reconocido, y con­
secuentemente, las condiciones y requisitos sin cU.ya 
concurrencia los otros Estados deben abstenerse de 
reconocer al nuevo gobiemo. 

Tradicionalmente, estos requisitos han sido dos: 

1) Autoridad efectiva con probab;i.lidades de estabi" 
lidad y de consolidación, y 2 l ca,pacidad para curn. 
plír las obligaciones infemacionl').les preexistentes, con­
traer nuevas y respetar las normas establecidas por el 
Derecho In±emacional. 1 Proyectos del Instituto Ame­
ricano de Derecho In±emacional de 1924 y 1925; pro­
yecto de la Comisión de Jurisconsultos de Río de Ja. 
neiro de 19271 proyecto presentado a la Conferencia 
de La Habana en 1928, y el presentado a la Conferen. 
cia de Montevideo en 1933) . 

Antes de que el Derecho In±emacional Americano 
hubiera evolucionado a la altura que alcanzó en Bo­
gotá (donde, como queda dicho, se establecieron nor­
mas que colocan el respeto por los derechos del hom. 
bre ante las obligaciones de los Estados Americantb 
e hicieron del ejercicio efectivo de la democracia')~~ 
presentativa en cada país la condiCión sine qua non 
de la solidaridad continental) , podía darse el caso de 
que un gobiemo impuesto pqr el fraude o la violencia, 
contra la voluntad popular, llegara a reunir los requi­
süos apuntados para ser reconocido. 

Pero después de la Conferencia de Bogotá, eso ya 
no es posible desde el punto de vista jurídico. Por­
que dentro de las obligaciones internacionales asumi­
das por los Estados americanos, según se ha demos­
trado, están las de respetar las libertades fundamen­
tales del hombre y la de mantener un régimen repre­
son±a±ivo de la voluntad popular. Luego es lógico que 
un régimen dictatorial, que basa su estabilidad en la 
negación de los derechos humanos y tiene su origen 
en la usurpación del Poder por un acto de fuerza o 
una estafa electoral, no está, no puede estar, en capa­
cidad de cumplir esas importantísimas obligaciones 
in±emacionales. 

Así lo ha hecho ver, con claridad que hacía espe­
rar un resultado más positivo, el Consejo Interameri­
cano de Jurisconsultos, en la exposición de motivos de 
su proyecto de Convención sobre reconocimiento de 
gobiernos de fado: 

"El simple hecho de que un gobiemo de facio 
pueda mostrar una autoridad sobre el ierri±orio del 
Estado -ha dicho el referido Comité al analizar las 
condiciones necesanas para el reconocimiento- no 
es suficiente para acreditarlo como régimen jurídico. 
Ello revelaría, a lo más, la existencia en el Estado de 
una autoridad gubemamen±al cuya efectividad en el 
Poder radica meramente en la fuerza física o material 
de quienes lo han ocupado. Para que ese gobiemo 
.tenga derecho a ser reconocido, SU AUTORIDAD HA­
ERA DE APOYARSE EN LA VOLUNTAD DE LA POBLA­
CION, QUE ES EL UNICO ELEMENTO QUE PUEDE LE­
GITIMAR UN GOBIERNO QUE HA LLEGADO AL PODER 
A TRA VES DE LA REVOLUCION O EL GOLPE DE ESTA­
DO lo de fraude electoral, agregaría yo). Aunque la 
forma de expresión de la voluntad popular puede va­
riar por las circunstancias que concurren en cada caso 
particular, es sin embqrgo, indispensable que el nuevo 
gobiemo PERMITA A LA OPINION PUBLICA MANIFES­
TARSE AMPLIA Y LIBREMENTE, EN UNA PALABRA 
QUE RESPETE DEBIDAMENTE EL EJERCICIO DE LOS 
DERECHOS Y LIBERTADES FUNDAMENTALES DE LA 
PERSONA HUMANA. En es±e aspecto el Comité ha 
creído oportuno recoger los principios estipulados en 
la Carla de la Organización de los Estados America­
nos relativos a es±e deber fundamental del Estado. 

El Proyecto del Comité Jurídico Interamericano 

No obstante las categóricas manifestaciones que 
he transcrito, el proyecto de Convención sobre recono­
cimiento de gobiemo de fado, elaborado por los ju­
ristas que así se expresaban, resultó ±o±almen±e insu-
ficiente por las siguientes razones: " 

a) Sólo enfoca el as pecio positivo del problema, 
sea la obligación que tienen los Estados de reconocer, 
y el derecho correspondiente del nuevo gobiemo a 
ser reconocido, cuando se den las condiciones del 
caso; 

bl No se ocupa del aspecto fundamental que hoy 
debe tener el reconocimiento, el determinar cómo y 
cvándo un gobierno surgido en condiciones anorma­
les puede representar a su Estado en la O. E. A. 1 

www.enriquebolanos.org


e) No establece sanciones para los gobiernos que 
110 rn~rezcan el re~onociiytien±o (y que P?r ±<;~l mo±ivo 
c:o~sh±uyen un seno obs±aculo para la sohclandad con~ 
¡¡nen±al 1 • 

Sin embargo, lo anterior no implica que el pro~ 
ec±o de los jurisconsul±os sea inservible. Tiene as­

~ecfos importantes que conviene sos±ener. Significa 
un paso adelan±e sobre las fórmulas de reconocimien­
¡0 acep±adas por los Estados Americanos has±a el mo~ 
(!'lento. 

Entre las ven±ajas que ofrece el proyecio de Con­
V'ención en referencia, cabe ci±ar las siguien±es: 

a) Una definición clara de los requisitos que de­
be llenar un gobierno de fac±o para ser reconocido, 

b) Concreción de la importante doc±rina Estrada 
a sus justos límites: esto es, que el reconocimiento no 
puede usarse unilateralmente como medio de obtener 
V'entajas en favor del Es±ado reconociente; 

e) Diferenciación entre el acto jurídico de reco~ 
110cimiento, que ±iene carác±er irrevocable, y la facul~ 
tad política de un gobierno para romper relaciones 
con otro. 

El Consejo Interamericano de Jurisconsultos, por 
resolución IX ±omada en su primera sesión plenaria, 
acordó no discu±ir siquiera este ±ímido proyec±o de su 
Comi±é Jurídico. Para ello alegó la divergencia de 
tesis sostenidas por los delegados. 

Un nuevo proyeclo: 

La fal±a de acuerdo de los democráticos de Amé­
rica sobre un punto de ±an±a trascendencia, permite a 
los dic±adores y a sus secuaces (que sí es±án de acuer­
do a que hay que oponerse a la creación de cualquier 
ins±rumen±o jurídico internacional que los obligue ·a 
cumplir sus compromisos en favor de la democracia) 
a seguir derro±ando los esfuerzos aislados, y a veces 
paradójicamente antagónicos de quienes tenemos un 
obje±ivo común: La defensa del hombre americano, 
de su derecho a una vida digna en un ambiente de li­
bertad y de seguridad económica. 

La resolución tomada por la I Reunión Interame­
ricana de Jurisconsultos, me ha impulsado a concretar 
en un proyec±o de Convención sobre reconocimiento 
de gobiernos de fado, las ideas que sobre el problema 
he expuesto en este trabajo. 

Dicho proyec±o de Convención, que incluyo como 
anexo a este ensayo, está basado en las siguientes 
ideas: 

1) Que deben considerarse como gobiernos de 
lacio iodos aquellos que se constituyen mediante he­
chos que contradicen las normas jurídicas que estable­
cen los procedimientos para el establecimiento de go­
biernos de jure; 

2) Que en consecuencia, tienen el carácter de 
gobiemos de fado no sólo aquellos que surjan de re­
voluciones y golpes de Estado, sino los que ±engan su 
origen en elecciones fraudulentas o en plebiscitos pre­
fabricados, 

3) Que desde la constitución formal de la O.E.A., 
se ha hecho imprescindible fijar normas jurídicas con­
creías para determinar cuando un gobiemo de fado 
puede representar _a su Es±ado en dicha Organizacióh1 

4) Que el reconocimiento es una insti±ución ju­
rídica que impone a iodos los Estados el deber de re­
conocer al gobierno de fado que reúna los requisitos 
siguientes: 

a) Autoridad efecfiva sobre el ±erritorio1 y 
b) Capacidad y voluntad para cumplir l1;1s obli­

gaciones internacionales del Estado. 
5) Que de acuerdo con el segundo requisi±o, sólo 

podrá ser reconocido un gobierno de fado que: a) 
Garantice el libre ejercicio de los derechos humanos; 
bl que haya surgido en vir±ud del derrocamiento de 
un Gobiemo que no garan±izaba tales derechos 1 y e) 
que garantice el ejercicio efec±ivo de la democraéia 
representativa. 

6 1 Que los Estados están abligados a no reco:r¡¡.o­
cer a los gobiernos de fado que no llenen los requisi­
tos antes indicados, 

7) Que el gobiemo de fado que no sea recono­
cido será considerado como un obstáculo para la solí-

d!iridad conti!1enial, p~ra cuya defensa se le aplica­
ran a ese gob1emo sanciones que van desde la suspen­
sión de ±oda clase de comunicaciones con el Estado 
regido por fal gobierno. 

Posibilidades inmediatas 

N o será fácil que un proyec±o basado en las ideas 
expuestas encuentre acogida en la O. E. A. Aunque 
las dicfaduras esfán ahora en minoría, todavía son 
muy fuertes los prejuicios y el celo nacionalista de 
ciertos gobiemos a los q'\-le no podría calificarse de fo­
±ali±arios. Contra la posibilidad de que llegue a fun­
cionar el reconocimiento en la forma de insirumen±o 
efecfivo para la defensa de la democracia, levantarán 
ellos la muralla del principio de no intervención, hi­
perirofiado a su gus±o y sabor. 

Sin embargo, el principio de intervención queda­
ría in±ac±o con el uso jurídico de la ins±i±ución del re­
conocimiento. Si se examina su fundamento, sus al­
cances y finalidades verdaderas -como lo haré más 
adelante- se ve que lo que parece granífica muralla 
jurídica cerrando el paso a la defensa in±eramericana 
de la democracia, no es más que una tenue cortina 
de humo. 

Derechos Humanos 

Por resolución VIII de la Conferencia de Santiago, 
se encomendó al Consejo Interamericano de Juriscon­
sultos la elaboración de un proyec.f:o de Convención 
In±eramericana sobre Derechos Humanos. 

Con .celeridad que sor~rendió a los representantes 
de las dictaduras -que Siempre han estado dispues­
tos a firmar declaraciones sobre la libertad y la demo­
cracia, pero que siempre han obstaculizado fado in­
±en±o de do±ar a la O. E. A. de instrumentos para hacer 
efectivas esas declaraciones-, el Consejo Interameri­
cano de Jurisconsultos aprobó en su cuarta reunión, 
también ce~e;brada en Santiago de Chile, un proyec±o 
de convenCion que acoge y en algunos casos supera 
las más avanzadas disposiciones de los proyectos pen­
dientes en Naciones Unidas, así como los pactos en 
vigor en±re los miembros de la Comunidad Europea. 

Además de definir los derechos civiles, políticos, 
e~~:m~micos, so?iales y cul±urales que merecen, pro±ec­
Cion Interamencana, el proyecto de Convencion esta­
blece dos órganos: La Comisión In±eramericana de 
Derechos Humanos, llamada a velar' por .su respeto1 y 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos llama­
da a juzgar su violación. También establece' el pro­
yecto los procedimientos que regularán las actuacio­
nes de ambos órganos y las de los Estados o personas 
que concurran an±e ellos. 

El defecto fundamental que puede señalarse al 
proyecto es el de que no hace obligatoria la jurisdic­
, ción de la Corte. En el caso de que un Estado 
parte de la Convención se niegue a someter un asunto 
inves±igado por la Comisión a la decisión de la Corte, 
lo único que puede hacerse de acuerdo con el proyec­
to es que la Comisión declare si el Estado acusado ha 
violado las obligaciones que le impone la Convención. 
En caso afirmativo, la Comisión fijará un plazo duran­
fe el cual el Esfado interesado debe ±ornar las medidas 
que apare-je la decisión. Si no las ±oma deniro de ese 
plazo, lo único que puede hacer la Comisión es publi­
car el informe. 

Como se ve, pues, la sanción que existe contra un 
gobiemo renuente a reparar una violación de derechos 
humanos es de carác±er moral: exhibirlo an±e el mun­
do como violador. Y para ciertos gobiernos, es±o no 
es bastante. 

Además, es casi seguro que ninguno de los regí­
menes dic±aforiales ratificará la Convención cuando és­
fa sea aprobada. Y en esa forma podrán escapar has-
ta de la sanción moral. . 

No hay, sin embargo, por ahora ningún medio 
práctico para lograr que se acepte un régimen más 
efecfivo de Defensa de los Derechos Humanos. Cual­
quier fórmula que se propusiera para hacer obligato­
ria a iodos los miembros de la O. E. A. la jurisdicción 
de la Corte, sea o no parle de la Convención, sería me-
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rarnen±e ufópica ya que no lograría acep±aci6n de par­
le de la rnayorí.a de los Es±ados :rniembros. En cambio 
ni el proyecio ele Convención se acep±a en la fonna pro­
puesta por el Consejo Inierarnericano do Jurisconsul~ 
±os, se da el gran paso adelante que significa conver±ir 
en normas jurídicas obligatorias lo que ahora es sim­
ple declaración de derechos humanos, y se es±ablece­
óan órganos y procedimientos, que si no son eficaces 
que fuera de desear, sientan las bases para construir 
sobre ellas en el futuro cercano un procedimiento más 
efectivo. 

Dice un refrán popular que lo perfecfo es enemigo 
de lo bueno. Por buscar lo perfecto en 1naieria de de­
rechos humanos, no debemos hacer fracasar lo bueno 
que es el proyecto de Convención, con ±odas sus limi­
taciones. 

Ejercicio efectivo ele la democracia representativa 

Por r~solución IX de la Conferencia de Santiago, 
los ministros de Relaciones Exteriores encomendaron 
al Consejo de la O. E. A. la preparación de un proyecto 
de Convención sobre el ejercicio efectivo de la demo­
cracia reptesen±a±iva para que ±al proyecto fuera some­
iido a conocimiento de la Undécima Conferencia In±er­
americana a celebrarse en Quito. 

El Consejo delegó su iarea en una Comisión bajo 
la hábil dirección de su Presidente, el entonces emba­
jador de Venezuela, doctor Marco Falcón Briceño, que 
cumplió a cabalidad su labor desde el 15 de diciembre 
de 1959. 

Este proyecto de Convención, verdaderamente re­
volucionario den±ro del Sistema Interamericano, con­
vierie en normas obligatorias las más audaces declara­
ciones que sobre el funcionamiento de la democracia 
en el hemisferio habían hecho dis±in±os órganos de 
la O. E. A. 

A pesar de que el proyecto que acompaño como 
anexo número 2 merece entusiasta acogida, vale la 
pena sugerir cierlas modificaciones, que mejorarían su 
intención, y harían más efectiva la aplicación de sus 
nonnas. 

Los primeros ocho ar±ículos del proyecto son inob­
jetables. El artículo IX del proyecto, que como se 
verá es de una importancia definitiva para la exclu­
sión de las dictaduras del seno de la O. E. A. y para 
la prevención de los cuartelazos, dice ±exiualmen±e: 

''En caso de derrocamiento por un acto de 
fuerza de cualquiera de los Gobiemos de las Re­
públicas Americanas que haya sido libremente 
elegido y que respete las disposiciones de esta 
Convención, los Gobiernos de los Est¡;¡.dos parles en 
ella se abstendrán de ¡·econocer al Gobierno que 
surja de ±al acto de fuerza. Como consecuencia 
y de acuerdo con esta disposición, el Consejo de 
la Organización de los Estados Americanos no ad­
mitirá las credenciales de Representantes de Go­
bierno que surjan de un acto de fuerza". 

El artículo transcrito permiie el reconocimien­
to de gobiemos de fado producto de un ac±o de fuerza 
contra un gobiemo que haya alcanzado el poder me­
diante fraude electoral, o que, aunque habiéndolo al­
canzado mediante elecciones aparentemente legítimas, 
se haya echado luego por el camino de la dictadura. 
Ello porque tales gobiernos derrocados no llenarían 
los requisitos de "libremente electos" o de respetuosos 
de las disposiciones de la Convención, de que habla 
el ±exio transcrito. 

En cambio, gobiernos de fado surgidos de ±ramas 
cuarlelarias o de aventuras políticas a espaldas de los 
pueblos, encontrarán en esfe artículo la puer±a de ace­
ro que les cierra el camino al reconocimiento. 

Sin embargo, el proyecto no provee medidas es­
pecíficas para aplicar al caso grave de un gobiemo de 
fado, que, pese a no merecer reconocimiento, y pese 
a que no se admitan las credenciales de sus represen­
tantes a la O. E. A., se mantenga en el Poder, desa­
fiando la conciencia democrática de las Américas, y 
constituyendo un obstáculo para la solidaridad he­
misférica. 

El arÜculo X del proyedo establece con :rnuchá 
:razón que en el caso de que el Ejecutivo de cualquiera 
de las Repúblir:as americanas disuelva ilegalmente el 
Poder Legislaiivo, :tal acto será considerado como Ut~ 
golpe de Estado, y que el Consejo de la O. E. A., a so 
licitud de uno o más de los Estados miembros, se reu · 
nirá de inmediato para convocar al Organo de Con: 
sul±a. 

:ral medida ?-ebiera aplicarse, a f?rliori, al caso 
prev1sfo en el arl1culo IX. Cuando suqa un gobierno 
de facio a consecuencia del derrocamiento de un go. 
bierno legítimo y democrático, debe con mayor razón 
existir la posibilidad de convocar al Organo de Con. 
sul±a. 

El proyecto de Convención no provee específh·•­
mente lo que el Organo de Consulta puede hacer (;~liél 
caso de golpe de Estado por disolución del Poder Le­
gislativo. Creo que debiera contener disposición es. 
pecífica, aplicable a ese caso, y con mayor razón al 
caso de derrocamiento del gobiemo legítimo prcivisio 
en el artículo IX. 

No se necesita revolucionar el Sistema Interameri­
cano para decidir lo que debe hacer el Organo de Con. 
sulta an±e la contumacia de un gobierno de facio no 
reconocido. Debe imponérsele sanciones. ¿Y qué cla. 
se de sanciones? El Tratado Interamericano de Asis­
tencia Recíproca (Pacto de Río 1 sentó importantísimo 
precedente sobre esia materia, y es precedente que en 
esfe caso puede seguirse con facilidad. 

En efec±o1 de acuerdo con el artículo VIII del Pacto 
de Río, el Organo de Consulta puede imponer una 0 
más de las siguientes sanciones contra un gobierno ca­
lificado como agresor: al retiro de los jefes de :mi­
sión; b J . ruptura de relaciones diplomáticas; e) 
ruptura de las relaciones consulares; dl interrupción 
parcial o total de las relaciones económicas o de las 
comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, posta­
les, telegráficas, telefónicas, radiotelefónicas o radio 
telegráficas, y e J empleo de la fuerza armada. 

Si ya se ha aceptado que un gobiemo americano 
que agrede a un Estado del hemisferio, aun cuando la 
agresión cuente con el apoyo de iodo su pueblo, puede 
ser sancionado con penas que llegan hasta la interven­
ción armada, ¿por qué no se va a admitir la posibili­
dad de aplicar iguales sanciones a un grupo de indivi­
duos que agrede a su propio pueblo, usurpando la so­
beranía nacional para establecerse o perpetuarse en el 
Poder contra la voluntad de la mayoría de los gober­
nados? 

El ideal sería, pues, que para esfos casos de rebel­
día de un. gobierno de facio ante el no reconocimiento 
de los gobiemos par±e de la Convención, después de 
la expulsión de sus representantes al Consejo de la 
O.E.A., se proceda con el mismo rigor y en la misma 
forma en que se procede cuando un Estado agresor 
desacata las disposiciones del Orgáno de Consul±a en 
cuanto lo conmina a suspender hostilidades y a esta­
blecer las cosas al "s±a±us quo anfe bellum". 

Para los demás casos menos violentos de viola· 
ción de los compromisos impuestos por la Convención 
sobre ejercicio efectivo de la democracia representa­
tiva, sí resultan adecuadas las medidas que recomien· 
da el proyecto de la Comisión que ha realizado !an 
meritoria labor. 

El proyecto en referencia ha sido sometido a con· 
sul±a de los gobiemos miembros de la O.E.A. con el 
encargo de que formulen sus observaciones. Las po· 
cas que se han recibido hacen reparos muy fundamen· 
l:ales a su ar±iculado, reparos que de aceptarse resta­
rían ±oda fuerza a la pretendida Convención sobre de­
fensa de la democracia representativa. 

Esias reacciones desfavorables puestas de maní· 
fiesta por los gobiemos que han contestador el reque· 
rimien±o del Consejo, unidas a la indiferencia con que 
han visio el proyecto de Convención la mayoría de los 
gobiernos que no se han ocupado de hacer sus obser· 
vaciones, parecen indicar que el proyecto no seria 
aprobado si llegara a discutirse cuando por fin se reú· 
na la muy pospuesta XI Conferencia Interamericana. 

Sin embargo, esia perspectiva inmediata no :me 
hace perder la fe en que, en un futuro históricamente 
cercano, los gobiernos de América se decidirán a con· 
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cer±a.r un TrCJ.Íé1do Ml.~lJiialeralvHru J.,afender" lH dento­
urac:ia reprer;en±ativa, cuando ésfa se vea arnenazada 
en cualquier Estado del her,nis+erio. Todas las gran~ 
eles covquisfas de nuesiro Sistema Interamericano h;:u1 
sido logradas después de largos años de lucha, en que 
la perseverancia de unos pocos gobiernos logró abrir 
el camino que les cerraba la tradición imperialista o 
el nacionalismo egoísta. Así sucedió con el principio 
de la no intervención, y. así esiá sucediendo con el 
principio de la cooperación económico-social entre los 
Estados americanos. 

Ineficacia del derecho interno 

Siernpre ha habido quienes sostienen que es inne­
cesaria la acción intemacional para garantizar el ejer­
cicio efectivo de la democracia representativa .. Eso es 
±area de cada pueblo den!ro de sus fronteras, alegan. 
Cada nación debe dar una estruc±ura jurídica acorde 
con su particular desarrollo. Es por medio de normas 
intemas, repiten, como pueden crearse las institucio­
nes necesarias para proteger las libertades individua­
les y el régimen de gobierno representativo. 

Pero la experiencia ha demostrado, una y otra vez, 
que las normas jurídicas internas son impoien±es para 
impedir la instauración y man±enimien±o de un go­
bierno dic±a±orial. 

Es más, aun en las tiranías de mayor arraigo en 
esie hemisferio, existe una es±ruc±ura consti±ucional de 
tipo democráiico. Los déspotas no gus±an establecer 
su poder sobre normas jurídicas de cor±e ±o±ali±ario. 
Prefieren mantener ±eóricamen±e la inspiración demo­
é:rá±ica de sus cons±i±uciones, aunque las violen todos 
los días. 

Es notorio el divorcio que exis!e en±re la esfruc±ura 
jurídica y la realidad política de los países sometidos 
a dictaduras. El aparato de poder de que dispone el 
Estado, concebido jurídicamente como instrumento pa­
ra hacer obedecer, inexorablemenie, la Cons±i±ución y 
las Leyes, se encuenlra en esos desdichados países en 
manos de quienes lo usan, precisamente, para cometer 
arbitrariedades. 

De allí que, den±ro del marco puramente nacional, 
no haya posibilidad de hacer efectivos los derechos del 
hombre que enuncian las constituciones de los países 
tiranizados, o que el gobiemo se prac±ique en forma 
democráfica. 

Den±ro de las fronteras de un Es±ado, pues, es im­
posible forjar ins±rumenios jurídicos que impidan el 
esiablecimien±o de las dic±aduras, porque la fuerza in­
dispensable para aplicar el derecho la usan los tiranos 
para imponer su arbitrariedad. 

Mientras la existencia de regímenes ±o±alitarios 
sea considerada un asunto privado del pueblo que la 
sopor±a, no le queda a éste oiro recurso que la rebe­
lión. Y con el desarrollo de los armamentos moder­
nos y de las técnicas de comunicación, cada día es 
más difícil que un pueblo derroque por sí solo a sus 
opresores. 

Sólo en el campo del Derecho Internacional pue­
de crearse el mecanismo jurídico necesario para pro­
teger en cada Estado el funcionamiento de las institu­
ciones democrá±icas. Porque sólo en el campo del 
Derecho Internacional pueden existir ins±rumen±os de 
coerción no susceptibles de ser controlados por quie­
nes se adueñan de los instrumentos de poder de un 
determinado Es±ado. · 

El principio de la no intervención 

El principio de la NO intervención ha: logrado 
consolidarse en el Derecho Interamericano, como con­
quista de los pueblos débiles fren±e a los posibles abu­
sos de los fuer±es. 

Su fundamento está en el reconocimiento de la 
personalidad de cada Es±ado, de su igualdad jurídica, 
y en el derecho que ±ienen los pueblos de cada uno de 
ellos para darse el gobierno que a bien ±engan, eso sí, 
limüado ese derecho, por las obligaciones que impone 
el ordenamiento jurídico in±emacional. 

Mediante ese principio ha ±ra±ado de evitarse que 
un Estado, o un grupo de Estados, caprichosa y arbi-

ircu latneH±e iulerfi t!l"éH1 erl ,ú d8sarrollo de la vida de 
otro fOS±ado, imp~n~éndole una fon:na de gobiemo de 
lGJ'mHJ.a.do, u obhgandole a l<acsr concesiones leniln­
··iales, econón.1.icas o políticas. 

El triste recuerdo de las intervenciones de los Es­
±ad~s Unidos e~ Cuba, México! S.anio Domingo, Haití 
y NlCaragua, as1 como el senhm1enfo de permanenie 
desproporción de sus fuerzas, ha producido entre los 
pueblos latinoamericanos una hipersensibilidad frente 
a iodo lo que pueda parecer intervención. Circuns­
tancia esta que han aprovechado muchos dic±adores 
en±reguistas y aduladores del poderoso vecino del Nor~ 
±e·, como los que más, para hacer demagógica oposi­
ción a iodo acuerdo internacional que tienda a prote­
ger el ejercicio efectivo de la democracia en sus respec­
tivos países. 

La llegada de Franklin D. Rooseveli a la Presiden­
cia de los Estados Unidos marcó un cambio de rumbo 
a la política interamericana de su país. Gracias a ese 
cambio, en la Conferencia de Montevideo, celebrada 
en 1933 los Estados latinoamericanos, sobre todo los 
menos fuer±es, vieron coronados sus esfuerzos al adop­
tarse oficialmente, por unanimidad, el principio de 
NO intervención. 

Desde entonces ese principio se ha venido repi­
±iendo y confirmando en ±odas las reuniones de pleni­
potenciarios americanos, hasta llegar a consagrarse de­
finitivamente en la Caria de la O.E.A., cuyo ar±ículo 
15 dice: 

"Ningún Estado o grupo de Estados tiene de­
recho de intervenir, directa o indirecfamente, y 
sea cual fuere el mo.tivo, en los asuntos internos 
o externos de cualquier otro. El principio ante­
rior excluye no solamente la fuerza armada, sino 
también cualquiera otra forma de ingerencia o de 
tendencia aten±a±oria de la personalidad del Es­
fado, de los elementos políticos, económicos y cul­
turales que lo consii±uyen". 

llbusc del Principio 

La no intervención es, y debe continuar siendo 
uno de los principios fundamentales en las relaciones 
interamericanas. Jamás propiciaría yo, ciudadano de 
uno de los Estados más pequeños de América, ni su 
abolición ni su debili±amieh±o. Pero tampoco puede 
aceptarse el abuso que de la no intervención hacen 
iodos cuantos quieren tener mano libre den±ro de las 
fronteras de su Estado, para continuar violando impu­
nemente las obligaciones que les impone no sólo su 
propio Derecho Público In±emo, sino el Derecho Inter­
nacional Americano. 

Las ±esis sobre defensa de la den1.ocracia que he 
expuesto en es±e ensayo es±án acordes en un iodo con 
el principio de no intervención. Mediante ellas no se 
da derecho a ningún Estado o grupo de Es±ados para 
que, caprichosamente, a su gusio y sabor, vengan· a 
obstaculizar el libre desenvolvimiento de la vida cul­
tural, política y económica de otro Estado. Lo que 
propongo es que la O.E.A., en la que cada Estado 
miembro ha depositado parle de su soberanía para 
integrar una soberanía colectiva, ponga en acción un 
procedimiento jurídico -basado en normas y princi­
pios aceptados de antemano- para ayudar a los pue­
blos a recuperar el ejercicio de su soberanía, en aque­
llos casos en que les ha sido usurpado por gobiernos 
antidemocráficos. 

Porque la no intervención descansa, en última ins­
tancia, en la soberanía de cada Es±ado. Y, en nues­
tros días, ya no es posible sostener que la soberanía, 
o sea el poder de cada pueblo para decidir su propio 
destino, resida en nadie más que en el pueblo mismo. 
Luego, los que violan !a soberanía son los que se apo­
deran de los instrumentos de Poder del Estado, para 
imponer su voluntad, en contra de la voluntad sobe­
rana de la ciudadanía. Consecuentemente, ninguna 
medida internacional que tienda a garantizar el ejer­
cicio efec±ivo de la democracia puede atentar contra 
la soberanía, sino que, por el contrario, la fomenta 
y la protege, permitiéndole su libre expresión. 
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La doctrina Rodríguez l.arrela 

En el mes de noviembre do 1945, el enlcnwes nli­
n.ístro de Relaciones del Uruguay, doctor Eduardo Ro­
dríguez Larreta, dirigió una nota a las cancillerías la­
tinoamericanas exponiéndoles su doctrina sobre "Para­
lelismo entre la Democracia y la Paz". En ella se de­
mostraba que la paz del continente sólo podía asegu­
rarse cuando los regímenes de gobierno de cada Esta­
do americano fueran au±én±icamen±e democráticos, de 
donde concluía, con gran lógica, que la defensa de la 
democracia era un imperativo vital en el continente; 
que existía una "democracia solidaria en América". 
1 Idea que por cierto fue adoptada oficialmente al es­
tablecer en el inciso d l del artículo 5 de la Carla de la 
O.E.A., que la solidaridad continental es±á basada en 
el ejercicio de la democracia representativa en cada 
Estado l . En su exposición, el doctor Rodríguez La­
rreta hizo una de las más brillantes réplicas a los ar­
gumentos que, basados en un concepto abusivo de la 
"no intervención", han venido oponiéndose con per­
sistencia a iodo' intento de proteger internacionalmen­
te los derechos del hombre. 

"El principio de no intervención ... cons±iiu­
ye una gran conquista -sostenía el canciller uru­
guayo-. Debemos mantenerlo y afianzarlo ... 
Pero también armonizado con otros cuya vigencia 
adquiere importancia fundamental para la conser­
vación de la paz y la seguridad internacionales ... 
No es difícil lograr armonía de tales principios, 
LA 'NO INTERVENCION' NO PUEDE TRANSFOR­
MARSE EN EL DERECHO DE INVOCAR UN PRIN­
CIPIO PARA VIOLAR IMPUNEMENTE TODOS LOS 
OTROS. No debe considerarse, entonces, que una 
ACCION COLECTIVA mul±ila±eral, ejercida con ±o­
do desinterés por las demás Repúblicas del Conti­
nente, acción que procure con fraternal pruden­
cia, el simple restablecimiento de lo que es esen­
cial y de lo que, a la vez, importa el cumplimien­
to de obligaciones jurídicas libremente contraídas 
(nótese que escribía an±es de las conferencias de 
Río Janeiro y Bogo±á que vinieron a fortalecer 
esas obligaciones} hiera al pueblo afectado, sino 
que, por el contrario, han de reconocer que se 
ejerce en beneficio de iodos, incluso de aquel país 
que ±an duro régimen soporta ... 

"Debe regularse el juego libre y armónico de 
iodos sobre la base de que la NO INTERVENCION 
NO ES EL ESCUDO DETRAS DEL CUAL SE PERPE­
TRA EL ATENTADO, SE VIOLA EL DERECHO, SE 
AMPARA LOS AGENTES Y FUERZAS DEL EJE, Y 
SE BURLAN LOS COMPROMISOS CONTRA~DOS". 

El principio ele la no inlei.'Vención 
en las Naciones Unidas 

La discusión sobre los alcances de la "acción co­
lectiva" frente al principio de "no iniervención", no 
se ha limitado a la O.E.A. En las Naciones Unidas el 
±ema se ha discutido en relación con casos concretos, 
y la solución práctica que en cada ocasión se ha dado 
al problema cons±i±uye, sin lugar a dudas, valiosa 
fuente de información para resolver o aclarar el pun±o 
que nos ocupa, 

En un artículo ±i±ulado "Hacia una Acción Colec­
±iva contra el Terror Oficial en Venezuela", el gran 
líder democrático Rómulo Be±ancour±, hacía no±ar: 

"El alcance de es±e compromiso (el de respe­
tar los derechos del hombre y las libertades fun­
damentales} adquirido en San Francisco por quie­
nes integran las Naciones Unidas, no escapó a los 
gobiernos que profesaban un concepto feudal de 
la soberanía, porque a él se vincula un supuesto 
derecho, por sí y an±e sí conferido, para conculcar 
las libertades y los derechos esenciales de los pue­
blos por aquellos arbitrariamente regidos. Y en 
una especiosa interpretación del parágrafo 7 del 
artículo 2 de la Caria, buscaron apoyo para la feo­
ría de que la acción colectiva no podría regir en 

el caso de las reiadones en±re gobl.ernos y gober­
nados, aun cuando estuvieran signadas de arbi­
trariedad e injusticia, por ±ratarse de materias re-­
servadas a la estricta jurisdicción de cada Esfado. 

"En ese debate resultó muy fácil destruir, con 
sólida argumentación doctrinaria e histórica, la 
falacia aislacionista de quienes temían la vigilan­
cia .de la opinión pública internacional sobre sus 
modos de gobernar. En efecto, el respeto a los 
derechos h1.unanos, a las libertades fundamentales 
del hombre, forma parle del patrimonio de la hu­
manidad, y las violaciones a tales normas de la 
modema convivencia social no es problema pri­
vativamenie domés±ico de ningún país, sino cues­
tión que interesa y atañe a iodo el mundo civi­
lizado". 

Efectivamente, como lo afirma el hoy presidente 
cons±i±ucional de Venezuela, Naciones Unidas ha die­
fado numerosas resoluciones concretas que implican 
reconocimiento del derecho que ±iene la Organización 
para tomar medidas contra quienes vulneran derechos 
internacionales reconocidos por la Carla. En cada ca­
so la Asamblea desechó los argurnen±os de quienes 
opusieron como escudo el principio de no interven­
ción para ±ra!ar de impedir la condenatoria. 

Destaca enfre estas resoluciones la tomada por la 
Asamblea Plenaria- de las Naciones Unidas el 12 de 
diciembre de 1946, en virtud de la cual, se decretaron 
sanciones con±ra el régimen de Franco, considerando 
entre oiras cosas, que ese gobierno "fue impuesto al 
pueblo español por la fuerza y con la ayuda de poten­
cias del Eje, razón por la cual no representa a dicho 
pueblo". 

En el mismo mes de diciembre de 1946, la Asam­
blea votó un acuerdo criticando el ±ra±am.iento dispen­
sado por el gobierno sudafricano a los hindúes domi­
ciliados, denfro de su jurisdicción. 

En una de las sesiones celebradas en París, en 
1948, la Asamblea General ±omó una resolución criti­
cando severamente las violaciones que la Unión So­
viética había cometido contra los derechos fundamen­
tales del hombre, al .impedir la salida del país de una 
ciudadana rusa casada con un diplomá±ico chileno. 

La IV Asamblea General reunida en Lake Success 
en 1949, resolvió condenar la violación de los Derechos 
Humanos cometida por Hungría por la forma en que 
realizó el proceso contra el cardenal Mind±zen±y. 

Durante la XII sesión de la Asamblea, se volvió a 
condenar al gobiemo húngaro, es±a vez por la san­
grienta represión ejercida con±ra los pa±rio±as que ±ra­
±aron de liberar Hungría del predominio ejercido por 
la Unión Sovié±ica. 

lnleavención colediva, no; 
acción jurídica, sí 

El hecho de que la intervención, en vez de ser 
unilateral, sea colectiva, no le quila las características 
condenables de abuso de fuerza e irrespe±o a la sobe­
ranía del Estado intervenido. Por eso hace bien la 
Carla de la O.E.A. en prohibir la intervención aunque 
la realice un grupo de Estados. 

Toda intervención es, pues, ilícita, pero hay que 
iener presente que las medidas que tomen los Estados, 
de acuerdo con los lraiados en vigencia, y por medio 
de los órganos correspondientes, para asegurar la paz 
o mantener la solidaridad con±inen±al, no cons±i±uyen 
"intervención en los asuntos in±emos de un Es±ado", 
sino acción jurídica colectiva, para reclamar de un Es­
fado el cumplimiento de sus compromisos in±ema-
cionales. , 

Sobre esic punto se debe ser muy claro. La inter­
vención es un ac±o político ocasional, que en la mayo­
ría de los casos sólo puede ejercer el fuerte contra el 
débil. Su ejercicio no es±á regulado. En cambio, la 
acción colectiva, que sólo puede ser ejercida contra el 
que haya trasgredido normas internacionales (que el 
propio trasgresor había aceptado libremente, y libre­
mente se había comprometido a respe±ar}, tiene ±odas 
las caracterís±icas de la acción jurídica. 
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:Reacción lrenle al golpe de· Estado peruano 

Como lo indiqué al iniciar este ±rabajo, las ±esis 
que he expues±o fueron ampliaxnenJ.e debo.fidas en re­
lación direcfa e indirecfa con el golpe de Es±ado per­
petrado por los alias mili±ares del Perú en con±ra del 

obierno presidido por don Manuel Prado, 
g Se discu±ió ±ambién en esa oporlunidad, si el go­
bierno del presidente Kennedy había cometido un ac±o 
de intervención al romper relaciones con el gobierno 
peruano, y al sus~ender a~u~a económica y militar 
que los Estados Unidos suministraban ·al Peru. 

Asimismo, se planteó la duda, aunque no en for­
ma pública, acerca de si el gobierno de los Estados 
Unidos ±enía facul±ad para suspender una ayuda eco­
nómica y social originada en la Carla de Punta del 
E•de que tiene el carác±er de convenio muliilateral. 
~ 'Desde luego, la posición asumida por mi Delega­

ción fue la de que, lejos de intervenir en asuntos in­
ternos del Perú, y lejos de incumplir sus obligaciones 
derivadas de la Carla de Punta del Es±e, el gobierno 
del presidente Kennedy estaba cumpliendo cabalmen­
te con sus responsabilidades como líder del bloque de­
mocrático de Occidente. 

A pesar de que nuestro in±en±o de convocar una 
Reunión de Cancilleres para repudiar los golpes de Es-' 
fado no ±uva éxi±o, y a pesar de que el gobierno de los 
Estados Unidos reconoció después de dos meses a la 
Jun±a Militar que gobernaba de facio el Perú, no consi­
dero que el esfuerzo que hiciéramos hubiera sido en 
vano. 

Por el contrario, si no hubiéramos tomado la ac­
±i±ud enérgica que ±amamos fren±e al cuarlelazo pe­
ruano, y si el gobierno del presidente Kennedy no hu­
biera tomado las medidas que ±orri.ó y que mantuvo 
durante dos meses, no me cabe duda de que a estas 
horas los prepo±en±es militares del Perú hubieran esta­
blecido una férrea dic±adura, que no permitiría el fun­
cioné¡.mien±o de los parlidos ni las manifestaciones li­
bres de la prensa y la radio. 

Porque se sintieron repudiados por la conciencia 
democrática de América, y porque vieron segadas las 
fuentes de ayuda económico-social que les venía de 
los Estados Unidos, los militares peruanos no ±uvieron 
más remedio que restablecer las liberlades, y prome­
ter un sufragio libre dentro del iérmino perentorio de 
un año. 

Por ello repi±o, que nueslro esfuerzo no se perdió. 
Y por ello repi±o, que aquella acfi±ud del gobierno 
norleamericano fue la única compatible con su condi­
ción de campeón del mundo libre. 

El liderato democrático 

En ±odas las épocas de la historia, encontramos 
países que por circunstancias diversas asumen o se 
ven obligados a asumir el liderato de un grupo de na­
ciones, para la defensa de un sistema político, filosó­
fico o religioso, o para la satisfacción de una ambición 
imperialista. 

En nuestra época le ha correspondido a Rusia asu­
mir el liderato del grupo de' naciones sometidas al im­
perialismo comunista. Y en nuestra época le ha co­
rrespondido a los Estados Unidos ejercer ellideraio del 
grupo de naciones que desean salvar los valores de la 
civilización occidental. Es és±a una realidad histórica 
que no puede discutirse. 

Lo que sí puede discutirse dentro del grupo de 
naciones de Occidente, es si los Estados Unidos han 
ejercido y están ejerciendo su liderato en la forma y 
condiciones en que lo reclama su ±area de "campeón" 
del llamado "Mundo Libre". Desde hace años en Cos­
ta Rica habíamos venido expresando un juicio es±ima­
±~vo desfavorable. Habíamos mantenido que el de±e­
noro angustioso que han sufrido las relaciones de los 
E;stados Unidos con la América Latina se debía, prin­
c~palmente, a que los norleamericanos no habían ejer­
c~do, con la energía y decisión que las condiciones 
históricas reclaman, el liderato de la revolución ameri­
cana de nuestro tiempo. Revolución que consiste en 
transformar las viejas es±ruc±uras económico-sociales 
que impiden que la mayoría dei pueblo disfru±e del 

bienestar que ofrecen los adelantos del siglo XX, for­
taleciendo al mismo tiempo las liberlades básicas del 
sistema democrático de gobierno. 

Apunfábantos que en vez de ejercer ese liderafo, 
tanto los hombres de negocios como los hombres de 
gobierno de los Estados Unidos parecían demostrar 
preferencia por los gobiernos dic±atoriales y por las 
oligarquías feudales de América Latina. Señalábamos 
insistentemente que esa ac±i±ud equivocada, combina­
da con el ferviente deseo de nuestros pueblos de rom­
per las cadenas de la miseria y con la ac±iva propa­
ganda comunista• estaba produciendo una peligrosa 
situación, en la que parle de nuestra juventud, y mu­
chos de sus mayox;.es, eran atraídos por las perspecti­
vas de una revolución más radical que la que los de­
mócratas defendemos, una revolución que no puede 
ser realizada por métodos pacíficos y que destruye el 
respeto a la dignidad humana, pero que cuenta con 
lo que los movimientos democráticos no habían con­
fado: con el apoyo de un poderoso bloque de poten­
cias mundiales. 

Mien±ras los Estados Unidos y demás potencias 
occidentales miraban con recelo los esfuerzos de quie­
nes quieren cambiar las viejas estructuras sociales que 
obstaculizan el desarrollo económico-social en Améri­
ca Latina, forlaleciendo al mismo tiempo el sistema 
democrático, el bloque chino-soviético no escati~aba 
esfuerzo por identificarse hipócritamente con quienes, 
en la frustración producida por la miseria y la ±ira­
nía, están dispuestos a adoptar cualquier sistema que 
destruya el slalus quo. 

Se inicia el cambio 

Siempre existieron, dentro de los Estados Unidos, 
poderosas voces que hacían eco a las adverlencias de 
los grupos revolucionarios de América Latina, y que 
reclamaban un cambio de ac±i±ud. Pero no llegaron 
a ser lo suficientemente fuerles para imponerlo. Sólo 
después del recibintien±o hos!il dispensado al vice­
presidente Nixon en su viaje por Sudamérica, y de la 
agitación aniino;±eamericana pr?,vocada por los ?~­
ntunistas a ±raves de la revolucion cubana, los dln­
gen±es conservadores comenzaron a prestarle atención 
al grave problema latinoamericano. 

En los informes presentados después de sus reco­
rridos por la América Latina, durante el año 1958, fan­
io el reñor Nixon como el doctor Millon Einsenhower 
apuntaron el hecho de que estaba muy generalizada 
entre nuestros pueblos la creertcia de que el gobierno 
norleamericano y sus hombres de negocios simpa±i:z;g.­
ban con las diciaduras, o que, por lo menos, preferían 
el slalus quo a las eventualidades de un cambio revo­
lucionario democrático. Ello los llevó a recomendar 
una nueva ac±i±ud frente a la frase: •"el saludo fría­
men±e corlés para los dictadores, y el abrazo cordial 
para los gobernantes democrátioós". 

En 1959, la Subcomisión de Asuntos Interamerica­
nos de la Cámara de Represeiltan±es, presidida por el 
congresista Armis±ead L. Selden, después de un esiu­
dio cuidadoso de las relaciones de los Esiados Unidos 
con América Lafina, llegó a estas conclusiones: 

Nues±ro estricto apego a la políiica de no in­
tervención ha podido hacernos aparecer como in­
diferentes al anhelo de los latinoamericanos por 
alcanzar sus liberlades básicas. 

Creemos que el principio de no intervención 
no se viola si proclamamos nuestra devociórt a los 
derechos del hombre y al proceso democrático. 
En verdad creemos que es impera±ivo en nuesiras 
relaciones con los pueblos latinoamericanos, que 
ellos sepan con cedeza que nosotros odiamos la 
tiranía de cualquier clase, y que simpatizamos 
con' su deseo dé ser libres. 

El cambio de la nueva administración 
demócrata 

Pero no fue sino hasia que el presidenie Kennedy 
asumió el mando que se ha puesto en evidencia la 
decisión de los Estados Unidos de forlalecer la demo-
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crac:ia en América Lafina. La actitud enérgica adop­
tada frente al intento de restablecer la dictadura mi­
litar en la República Dominicana, unida al repudio al 
úl±itno golpe de Estado contra un gobierno legítimo 
de América, y la ejecución de la Alianza para el Pro­
greso, constüuyen argumen1os para borrar de la mente 
de los latinoamericanos la especie que los comunistas 
se han esforzado en propagar; la de que esta gran na­
ción prefiere los gobiernos fuerfes que mantengan el 
slalus quo, a los gobiernos democráticos que lleven 
adelan±e la revolución americana de nuesfro tiempo. 

Sentido democrático de la Alianza 
para el Progreso 

Descl,e que pronunció su histórico mensaje inau­
gural, el presidente Kennedy no dejó duda de su de­
cisión de apoyar este cambio revolucionario en Amé­
rica Latina, cuando dijo: 

"Si una sociedad libre no puede ayudar a la 
mayoría de sus miembros que es pobre, no puede 
salvar a la minoría que es rica. . . A nuestras 
hermanas Repúblicas del Sur de nuestras fronte­
ras les hacemos una promesa especial -conver±ir 
nuestras buenas palabras en buenas realidades­
realizar una nueva alianza para el progreso desti­
nada a asistir a los hombres y a los gobiernos 
libres en sus esfuerzos por liberarse de las cade­
nas de la pobreza " 

Esta promesa que el Presidente hiciera a Latino­
américa en su mensaje inaugural, comenzó a conver­
tirse en realidad el 13 de marzo de 1961, cuando el 
presidente Kennedy propuso fonnalmen±e a los pue­
blos de América la celebración de una "Alianza para 
el Progreso". Es de notar que desde ese primer plan­
teamiento, el p:t;"esidente Kennedy ligó la liber±ad po­
lí±ica con el esfuerzo para el desarrollo económico y 
el progreso socíal. 

La liber±ad polí±ica debe acompañar al pro. 
greso material -dijo-. "Nuestra Alianza para 
el Progreso es una alianza de gobiernos libres, y 
debe perseguir el objetivo de suprimir la tiranía 
de un Hemisferio donde no hay legítimo lugar 
para ella". 

Y era lógico qua así procediera. Porque si la 
Alianza para el Progreso habría de ser la respuesta 
ele América al reto comunista, necesariamente ±iene 
que oponer a la falacia marxisia de que sólo la dic­
tadura de izqui~rda puede garantizar progreso econó­
mico y avance social, la verdad occidental ele que no 
puede haber verdadero desarrollo económico con jus­
ticia social, si no es dentro del n"tarco de las institu­
ciones democráticas. Así lo reconocieron los repre­
sentantes ele las Repúblicas Americanas reunidos en 
Punta del Este, cuando en su Declaración a los Pueblos 
de América, dijeron: 

Es±a Alianza se funda en el principio de que 
al amparo de la liber±ad y mediante las institu­
ciones de la democracia represer:Jtafiva es como 
mejor se satisfacen, enfre afros anhelos, los de 
trabajo, ±echo y ±ierra, escuela y salud ... 

En consecuencia, los países signatarios, en 
uso de su soberanía se comprometen duran±e los 
próximos años a: 

Perfeccionar y for±alecer las instituciones de­
n1.ocráticas en aplicación del principio de aufode­
±enninación de los pueblos. 

Es fácil deducir de lo expuesio que un régimen 
surgido de un golpe militar contra un gobierno demo­
crático, se coloca con±ra el principio fundamental de 

la Alianza para el Progreso, y viola concre±amen±e la 
obligación de los Estados miembros de perfeccionar y 
for±alecer las instituciones democráticas. Luego, apli­
cando el principio sentado en la Resolución VI de la 
Oc±ava Reunión de Consul±a an±es citado, según el 
cual quien no cumple con las obligaciónes conceda­
das en un compromiso, no fiene derecho a demandar 
sus beneficios, hay que concluir que los gobiernos 
de lacio surgidos de un golpe an±idemocrá±ico, no tie­
nen derecho a recibir los beneficios que esa Alianza 
pr·evé para quienes de verdad se empeñan en perfec­
cionar sus instituciones democráticas. 

Y el gobierno de los Es±ados Unidos, que por ra­
zón de su gran desarrollo económico se comprometió 
a brindar a los países latinoamericanos su cooperación 
para el progreso, ±iene derecho a negar esa coopera­
ción econórnica al gobierno de lacio que en vez de per­
feccionar, debilita o destruye las instituciones de la de­
mocracia representativa. Aunque la razón jurídica de 
esia exclusión es bien obvia, existen grupos interesa­
dos en demostrar lo contrario. Por ello creí conve­
niente, para desalentar a quienes estuvieran tramando 
nuevos golpes de Estado contra regímenes democráti­
cos, que la Reunión de Consul±a que habíamos solici­
tado el 30 de julio, llegara a aprobar una resolución 
declarando expresamente que quienes ilegífimamen±e 
usurpan el Poder en perjuicio de un gobierno producía 
de la volun±ad popular y respetuoso de ella, colocan 
aufomá±icamen±e a su país fuera de la Alianza para 
el Progreso. 

Desgraciadamente, como la moción de convocato­
ria a la Reunión de Cancilleres no contó más que con 
el vo±o afirmativo de 7 países (Colombia, Cosía Rica, 
Honduras, Bolivia, Ecuador, República Dominicana y 
Venezuela 1 el ±ema quedó fuera de discusión por el 
momento. 

* * * 
Quiero concluir este ensayo ±ranscribiendo los úl­

timos párrafos del discurso que .pronuncié ante el Con­
sejo de la O.E.A., el 30 de julio de 1962, en el que abo­
gué sin éxi±o, por la Convocatoria de la Reunión de 
Consul±a para estudiar el problema de los golpes de 
Estado: 

"La prepotencia que en los últimos tiempos han 
tomado ciertas oligarquías militares en América Lati­
na, me ha ±raído a la memoria un hermoso discurso 
pronunciado en la Universidad de Columbia por el 
doctor Eduardo Santos, notable periodista y gran ex­
presidente de la República colombiana: 

'"¿Contra quién nos estamos armando los la­
±inoamerica.nos? -preguntaba el doc±or San±os-. 
¿Por qué se esfán arruinando n ues±ros países coln­
prando armas que nunca usarán? 

'"En esta época de la bomba atómica, con las 
nuevas armas cuyo cos.to es fabuloso, con siste­
mas técnicos que cuestan miles de millones, ¿qué 
esfán haciendo nuestros pobres países, arruinán­
dose con los armamentos que en caso de conflicfo 
internacional no significan absolutamente nada? 

"'Estamos formando ejércitos -se respondía 
el docfor San:tos- que no pesan nada en la balan­
za in±ernacional, pero que son monstruos destruc­
tores de la vida interna de cada nación. Cada 
un.o elle nuesb·os países eslá siendo ocupado por 
su propio ejé:rci!lo'. 

"Quiera Dios que la Reunión de Consulta que es­
tamos solicitando, encuenfre soluciones para impedir 
que esa ocupación de los países latinoamericanos por 
sus propios ejércitos, con±ra la que alzaba su voz ga­
llarda el ex-presiden±e Santos, no llegue a convertirse 
en una absoluta y ±risfe realidad", 
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